Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tenemos el gusto de recibir a integrantes del Instituto Clemente Estable. 


Debo manifestar que acabamos de recibir el proyecto de ley del Poder Ejecutivo relativo al uso 
de animales en experimentación, docencia e investigación. También es preciso aclarar que cuando en 
esta Comisión analizamos el proyecto de ley de protección de animales, explícitamente dejamos fuera 
lo concerniente a la experimentación animal, en el entendido de que la Universidad de la República 
tenía un protocolo de actuación con respecto a los animales que daba su aval desde el punto de vista 
de la producción científica en el exterior y que le permitía realizar publicaciones en el exterior, también 
avaladas por esa misma norma. Sin embargo, a raíz de algunas conversaciones que hemos mantenido 
con la doctora Silva y con el doctor Macadar, nos hemos enterado de que eso no incluye a las 
instituciones privadas que realizan investigación en animales. Por lo tanto, habría un escollo en lo que 
respecta a la posibilidad de realizar publicaciones avaladas o reconocidas en el exterior, incluidas en 
un marco normativo y ético sobre el manejo de animales. Esto involucra a instituciones muy 
importantes, y sin querer ser mezquino ni olvidarme de algunas de ellas, voy a mencionar a los 
institutos Pasteur y Clemente Estable, que no estarían considerados dentro de esa normativa, por lo 
que nuestros investigadores de primera línea estarían excluidos de la posibilidad de hacer 
publicaciones en el exterior, avalados por una norma de manejo ético de animales. 


Por lo tanto, damos la palabra a los integrantes del Instituto Clemente Estable, a efectos de 
que nos aclaren el tema y nos permitan definir con precisión los alcances de este proyecto de ley. 


Quiero aclarar que nos encontramos en una Legislatura que culmina el 15 de setiembre y que, 
de no ser aprobado este proyecto de ley antes de esa fecha, durante ocho meses el Poder Legislativo 
impediría -aunque no de forma intencionada- a estos institutos que realizan investigaciones de punta, 
realizar publicaciones avaladas en el exterior. 


Mi intención como Vicepresidente de esta Comisión -que en esta sesión está ocupando el 
cargo de Presidente- sería que en el día de hoy analizáramos el proyecto en detalle, a efectos de ver si 
la Comisión tiene la disposición de aprobarlo y darle un trámite parlamentario rápido, para destrabar 
esta situación que realmente es un gran escollo para la investigación científica. 


SEÑORA SILVA.- En primer lugar, me parece que deberíamos presentarnos. Somos integrantes de la 
Comisión que, en el marco de la DICyT, del Ministerio de Educación y Cultura, redactó este proyecto de 
ley. En esa Comisión participó la doctora Martina Crispo, investigadora del Instituto Pasteur; la doctora 
Cecilia Scorza, investigadora del Instituto Clemente Estable y Presidenta de AUCYTAL, sociedad que 
reúne a los que trabajamos en ciencias de animales de laboratorio; la doctora Laura Domínguez, de la 
Facultad de Química y miembro de la Comisión Honoraria de Experimentación Animal de la 
Universidad de la República; el profesor José Manuel Verdes, de la Facultad de Veterinaria; y quien 
habla, del Instituto Clemente Estable y de la Facultad de Ciencias, integrando la Comisión por esta 
última. 


Con la asesoría de la doctora Elizabeth Lopardo, que es la encargada de la Asesoría Letrada 
del Ministerio de Educación y Cultura, formulamos el proyecto que tiene a estudio la Comisión, que - 
entendemos- sería fundamental que fuera considerado en este Período. 


Podemos plantear varios argumentos para explicar por qué es oportuno que esto se trate 
ahora. En primer lugar, queremos mencionar el trabajo de la Universidad. Hace aproximadamente seis 
años que la Universidad, avalada en su autonomía universitaria, se dio una ordenanza que le permitió 
organizar las normativas de funcionamiento de la investigación y docencia con animales de 
experimentación. Esto llevó a que los docentes universitarios tengamos un sistema de acreditación 
personal y de acreditación de los proyectos de investigación en los que trabajamos, suficiente para dar 
cuenta de las exigencias que existen a nivel internacional para publicar nuestros resultados. 
Anteriormente, Uruguay estaba en un rezago de más de cuarenta años, no tanto con respecto a la 
región, pero sí a nivel internacional, en lo que refiere a las normativas que cada país y cada sociedad 
académica se da para avalar este tipo de actividad. La Universidad logró zanjar esto a través de su 
normativa propia, pero al hacerlo generó una gran desigualdad hacia afuera de ella, porque los 


investigadores y los usuarios de bioterio que estén trabajando o manipulando animales de 
experimentación, si no están dentro de la Universidad, hoy no tienen posibilidad de acreditarse. En 
efecto, así como la Universidad dio el salto, no lo dieron instituciones públicas y privadas no 
universitarias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La acreditación a la que ustedes hacen referencia, ¿es a nivel internacional? 


SEÑORA SILVA.- Sí, porque la acreditación que puede dar la Universidad, por la forma en que brinda 
la capacitación a sus docentes e investigadores, es totalmente homologable a las exigencias 
internacionales. 


El otro gran jalón de la oportunidad está referido al hecho de que el año pasado, y por 
primera vez en Latinoamérica, se promulgó en Brasil una ley nacional de experimentación animal. 
Precisamente en esa ley se basó esta Comisión, y fueron nuestros propios colegas que la redactaron 
quienes nos asesoraron con respecto a cómo adaptar las normativas internacionales de un país tan 
grande a nuestra realidad. De manera que, en definitiva, estamos recorriendo un camino que ya fue 
zanjado en la región. 


Otro punto muy importante es que ni bien nos constituimos como Comisión redactora, 
tuvimos conocimiento del proyecto que hoy es la Ley N? 18.471, sobre protección animal. En aquel 
momento el proyecto ya contaba con media sanción parlamentaria, pero nos pusimos en contacto con 
los señores legisladores y logramos que se le hicieran ajustes y que, como comentaba el señor 
Presidente, se exceptuaran de su articulado los aspectos que tenían que ver con el proyecto de ley de 
experimentación animal sobre el que nosotros estábamos trabajando. Así, por ejemplo, el artículo 7* de 
la Ley N* 18.471 dice: “El uso de animales destinados a la investigación científica estará regulado por 
normas especiales”. Y luego define a los animales destinados a la investigación científica exactamente 
con las mismas palabras que nosotros utilizamos en el artículo 2% de nuestro proyecto de ley. Es decir 
que hubo una coordinación para que el proyecto de ley que hoy está a estudio fuera complementario 
del que este mismo Parlamento sancionó hace poco tiempo. A su vez, en el artículo 12 se exceptúan 
de las prohibiciones previstas, los puntos que tienen que ver con los animales de experimentación. 


Entonces, debe quedar claro que, a nuestro juicio, actualmente no existe choque alguno entre 
el proyecto de ley que está a consideración de este Cuerpo y la ley sancionada sino que, por el 
contrario, ya estaba previsto en la Ley de Protección Animal que se dictaría otra norma que la seguiría. 


Otro de los aspectos que nos llevan a pensar que esta iniciativa es oportuna, está dado por 
el gran esfuerzo realizado en pro del desarrollo de una plataforma de investigación, ciencia y 
tecnología a nivel nacional, sólida y fuerte, en la que se ha puesto mucho empeño. Este proyecto de 
ley constituye un ladrillito más que nos permite, además de ponernos “a tiro” desde el punto de vista 
internacional, poder dar cuenta de la calidad de la investigación en las distintas áreas para las que 
estamos trabajando. Entendemos que también esta iniciativa es oportuna por esa situación de 
desamparo o de desigualdad que se generó a nivel de algunas instituciones. Justo es decir que los 
bioterios -el de más alta calidad que existe en el país hoy, está en el Instituto Pasteur, del que la señora 
Martina Crispo es su Directora Técnica- no tienen acreditación para usar animales de laboratorio, como 
tampoco lo tiene la DILAVE, que depende de una institución estatal. Esto es así; no estamos 
inventando. De alguna manera, parece contradictorio que el desarrollo alcanzado dentro de la 
Universidad haya generado un perjuicio de esta naturaleza o falta de oportunidades. Un hecho positivo 
es que las agencias que financian los proyectos de investigación exigen la acreditación tanto de las 
personas como de los protocolos de experimentación. Aquellos que no cuenten con Comités de Ética ni 
personal acreditado, pueden quedar fuera de las posibilidades de financiación. La propia Agencia 
Nacional de Investigación e Innovación así lo exige. 


Por otra parte, nos parece interesante que, para la comunidad académica, esto funcione 
como una exigencia y como un requisito que se debe cumplir; nosotros tenemos la posibilidad de 
demostrar que hacemos los experimentos con el cuidado suficiente y asegurando el máximo posible de 
bienestar para el animal que se somete a experimentos. Esto también genera una acreditación y, de 
alguna manera, para nosotros constituye un aval. Y la comunidad lo entiende así. Incluso, cuando en 
mayo de este año hubo claras denuncias por parte de los movimientos proteccionistas -que llegaron a 


pintar las paredes del Instituto Pasteur, que amenazaron de muerte a algunos de sus integrantes y que 
publicaron artículos en la prensa totalmente equívocos sobre algunos de los proyectos que nos honran 
y nos deberían enorgullecer como uruguayos- algunos de estos investigadores no tuvieron la 
posibilidad de responderlas bajo el amparo que brinda este tipo de acreditaciones. Ellas funcionan 
como un amparo legal, como funcionan para cualquier gremio de actividad profesional. 


Por las razones expuestas es que solicitamos a los señores Senadores que pongan especial 
atención en el proyecto que proponemos. 


SEÑOR VERDES.- A efectos de complementar lo dicho por Ana Silva y por el señor Presidente, 
quisiera agregar que dentro de las estructuras no universitarias, también están contempladas las 
instituciones que realizan investigaciones básicas o que utilizan roedores como animales de 
experimentaciones y, por lo tanto, deberían estar contenidas en este marco regulatorio. El INIA y el 
Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca, a través de la utilización de modelos animales para hacer 
ensayos de producción o de salud animal, también requerirían esa acreditación. A nivel nacional, son 
dos las instituciones que se dedican a la investigación agropecuaria a pesar de que buena parte de 
nuestra economía se mueve a través de los productos que el agro exporta. 


En consecuencia, no puede dejar de contemplarse la asistencia de la experimentación en 
especies productivas. En mi opinión, se trata de algo similar a lo que sucedía -tal como mencionaba 
hace unos instantes el señor Senador Cid- en el Instituto Pasteur, que es un Centro de Alta Tecnología 
vinculado a las ciencias médicas humanas, o en el Instituto Clemente Estable, que cuenta con una alta 
tradición en la parte de investigación básica. Sin embargo, no podemos olvidar que todo lo que tiene 
que ver con la División Laboratorios Veterinarios del Ministerio de Ganadería Agricultura y Pesca o con 
el Instituto Nacional de Investigación Agropecuaria -que lleva adelante investigación con animales- 
debe estar incluido dentro de esta ley y la realidad es que, en la actualidad, no están contemplados. 
Muchas veces, frente a esto y como paliativo, los servicios de la Universidad de la República, a través 
de sus comités de experimentación animal, revisan un protocolo para que esas instituciones puedan 
llevar adelante experimentaciones a los efectos de confrontarlas a nivel internacional, tal como 
planteaba el señor Senador Cid anteriormente. 


Un detalle nada menor -y que tal vez tenga que ver con la proyección internacional de la 
investigación llevada adelante en el país- tiene que ver con que cualquier organismo financiador 
internacional de ciencia exige, cuando se trata de un convenio de cooperación, que la contraparte 
cuente con claras legislaciones y estructuras que sean similares a las que financie ese país. Por lo 
tanto, si Uruguay no quiere perder oportunidades en su relacionamiento internacional -que, reitero, es 
una clave fundamental para quien hace investigación científica- debe contar con una ley como la que 
nosotros planteamos. 


SEÑORA PERCOVICH.- Quisiera que se me explicara la trascendencia del artículo 3*, que refiere a los 
animales que estarían comprendidos. Allí se habla de las especies clasificadas dentro del filo Chordata 
y subfilo Vertebrata, y luego explica en qué consisten. 


SEÑOR VERDES.- No se incluye únicamente a los roedores; están comprendidos otros animales 
vertebrados, los de compañía, los de producción y los silvestres, definidos como tales en la escala 
zoológica, tal como ocurre en otros sitios. En general, se excluye a los invertebrados porque desde el 
punto de vista zoológico existen confirmaciones experimentales que nos hacen pensar que, al no 
contar con un sistema nervioso tan desarrollado y considerado inferior dentro de la escala zoológica, 
tienen un modo de percibir el dolor o el padecimiento que no conlleva las mismas implicancias que 
utilizar un rumiante, un roedor, un batracio o un pez. 


SEÑOR LONG.- La pregunta de la señora Senadora me lleva a consultar lo siguiente. ¿Qué sucede, 
entonces, con las personas cuyo fin sea la investigación de otro tipo de animales “per se”, es decir, no 
por su vinculación al ser humano u otro tipo de aplicación sino, simplemente, por su voluntad o 
vocación de estudiar esa especie? 


SEÑORA SILVA.- Esto es arbitrario, señor Senador, pero es así como se define a nivel internacional. 
Es arbitrario, porque de acuerdo a la teoría de la evolución -a la que todos los aquí presentes somos 
adeptos- no está claro ni es lógico poner un límite en el cual el animal es considerado como tal o no; 
sin embargo, para todo lo que tiene que ver con el manejo ético de los animales, en el caso de los 
invertebrados -como, por ejemplo, moluscos, cangrejos, hormigas, abejas, etcétera- no hay estipuladas 
normas de regulación. Por lo tanto, aquellos que trabajan en eso no precisan acreditación. 


SEÑOR VERDES.- Básicamente, en el mundo, la experimentación con animales se centra en las 
especies vertebradas. Es así que más del 95% de la experimentación mundial con animales se realiza 
con vertebrados. 


Por otro lado, es bueno destacar que uno de los contenidos filosóficos de este proyecto es 
que incluye el concepto de las tres “R”: refinamiento, reducción y reemplazo. Se trata de hacer los 
experimentos lo más refinadamente posible para que den buenos resultados y también para 
asegurarse de que se utilice el menor número de animales posible, y de ahí lo de la reducción. A su 
vez, en cuanto al reemplazo, debo decir que muchas veces se debe estimular el uso de modelos 
animales inferiores en la escala zoológica o la utilización de otros modelos, sean matemáticos, 
simuladores, etcétera. Quiere decir, insisto, que este proyecto lleva implícito, desde el punto de vista 
filosófico, el criterio de que la experimentación animal no es deseable de por sí, sino que es una 
necesidad social. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sin dudas, se trata de una iniciativa muy sensible, porque hay un grupo de 
investigadores que quedaría en inferioridad de condiciones, incluso en lo que hace a la subvención de 
sus proyectos de investigación. Es terrible pensar que el Instituto Pasteur o el Instituto Clemente 
Estable queden relegados de sus posibilidades de financiación en materia de proyectos de 
investigación. 


De todos modos, quisiera saber cómo se concilia este tema con lo que la Universidad de la 
República -dentro de su normativa institucional- ya ha programado o decidido. 


SEÑORA DOMÍNGUEZ.- La ley se armoniza con el proyecto de ley brasileño aprobado. Además, la 
ordenanza universitaria que nos rige ya estaba armonizada; con esto quiero decir que no estamos 
inventando el agujero del mate. Hay indicadores que están vigentes a nivel internacional y que 
tomamos en consideración. Lo que hemos hecho en la parte de instrumentación es adaptarla y 
adoptarla a lo que es Uruguay. Por lo tanto, está en total y franca armonía. De hecho, en la CHEA -la 
Comisión Honoraria de Experimentación Animal de la Universidad de la República- hemos venido 
trabajando hacia dentro y hacia fuera de la propia Universidad, capacitando para que la integración y la 
nucleación se dieran de la forma más natural posible. La ordenanza universitaria, de algún modo, fue 
pilotada a nivel de la Universidad, y hoy ya tenemos todos los actores extrauniversitarios con un nivel 
de madurez suficiente como para que acompañarla sea absolutamente natural. La estructura es la 
siguiente. Hay una Comisión Nacional que se crea con representación política, pero cuyo corazón está 
formado por Comités de Ética institucionales que recibirán los protocolos de experimentación sobre 
formatos que están absolutamente estandarizados. De hecho, la ANIIl ha reconocido que la CHEA ha 
trabajado a nivel de la Universidad. Lo mismo ocurre con las acreditaciones personales, que son 
categorías universalmente aceptadas. Quiere decir que los mismos perfiles se exigen aquí como en 
cualquier otra parte del mundo. 


Finalmente, quiero destacar que no sólo se trata del sector académico, sino que también 
debemos tener en cuenta al sector productivo. Hay muchas empresas nacionales de especialidades 
farmacéuticas y veterinarias que trabajan y necesitan de los animales, por ejemplo, en materia de 
control de vacunas. También podemos incluir distintos ensayos que se realizan en modelos biológicos 
para el control de calidad. Diversas empresas farmacéuticas se han acercado y han capacitado a su 
personal a través de cursos que hemos dictado desde la Universidad. Pensemos en los criterios de 
calidad para la exportación dentro del MERCOSUR, en los registros de especialidades y en los 
fitoterápicos. Todos ellos también están en una situación diferente. 


SEÑORA PERCOVICH.- Cuando se establece la integración de las Comisiones de Ética, se habla de 
la participación de un médico veterinario, un docente o investigador y un representante de la sociedad 


civil. Me gustaría saber qué organizaciones de la sociedad civil formarían parte de estas Comisiones. 


SEÑORA SILVA.- Es interesante la pregunta que acaba de formular la señora Senadora, porque 
durante bastante tiempo hemos estado discutiendo sobre la integración del Comité de Ética, a fin de 
que se asemejara a lo que se da a nivel internacional. 


Ante todo, la cuestión de la exigencia de que participe un médico veterinario fue discutida y 
aprobada casi al final del articulado, para que estuviera aun en mayor sintonía con la Ley de Protección 
Animal que, como se sabe, exige que haya un médico veterinario en cada acto quirúrgico que se 
produzca. Al tener cada institución a dicho profesional integrando el Comité de Ética, estaríamos 
asegurando que se contara con una firma responsable. 


Ahora bien, el representante de la sociedad civil es una figura que integra los Comités de 
Ética de este tipo a nivel internacional. Con respecto a este tema, pensamos que cada institución 
podría seleccionar a la persona que le resultara más interesante. Por ejemplo, se podría elegir a la 
Directora de la escuela del barrio, al párroco o a cualquier otra persona. En realidad, la elección de 
esta figura es totalmente libre, porque es la institución la que decide que quiere tener un testigo que no 
esté involucrado con ella. No sé si la redacción es correcta, pero la intención era la que acabo de 
señalar. 


SEÑOR VERDES.- Quisiera complementar la respuesta a la duda que planteó la señora Senadora 
Percovich. 


La inclusión de un representante de la sociedad civil se relaciona con el tema del control 
social de la investigación. En general, en otras partes del mundo que tienen mucha tradición y años en 
esto -como bien señaló la doctora Silva- se elige a alguien de la comunidad. Como ya se ha dicho, el 
concepto de investigación en otros países está mucho más desarrollado que en el nuestro y, por ende, 
encontramos pequeños institutos en los que debemos pensar. Por ejemplo, podría tratarse de 
pequeños lugares en los cuales se experimente con animales, o quizás de un campo experimental del 
INIA donde se forme un comité de control de la investigación y se piense en integrar a parte de los 
vecinos que viven en un campo próximo, a un párroco, a un docente o a una ama de casa. Lo que 
debe quedar en claro es que, en general, este representante debe ser un integrante de la sociedad 
civil, pero no necesariamente alguien que represente a las sociedades protectoras de animales, porque 
son dos conceptos totalmente distintos. 


Nos parece bien que dichas sociedades tengan representantes a nivel nacional, en la medida 
en que posean personería jurídica y un aval a nivel nacional. Debemos pensar en las sociedades 
grandes, pero también en las locales que funcionan a nivel de los barrios, pueblos o ciudades donde 
está su entorno. Es probable que mucha gente tenga interés en integrar estas Comisiones, como por 
ejemplo: un profesor de biología o una maestra que tiene cierto vínculo con el instituto y que 
habitualmente lleva a sus estudiantes a observar los experimentos con ovejas que se desarrollan en 
determinado predio. Pero insisto en que hablamos de un representante perteneciente a la sociedad 
civil y no a determinada institución o sociedad. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Recientemente, el Senado aprobó un proyecto de ley sobre protección de los 
derechos de los pacientes en su vinculación con el Sistema Nacional de Salud, uno de cuyos artículos 
contemplaba la integración de la sociedad civil en las Comisiones de Ética, a los efectos de dar una 
visión extracurricular o extraacadémica a los aspectos éticos de la provisión de servicios médicos. 
Entiendo, pues, que esto estaría encuadrado dentro de la misma filosofía. 


Creo que este es un tema relevante y urgente en función de los tiempos legislativos que 
estamos atravesando; por lo tanto, veremos cómo resolverlo en la Comisión. Por mi parte, he estado 
leyendo el texto del proyecto de ley y puedo decir que, en principio, no encontré aspectos con los 
cuales discrepe. Entiendo que se trata de una ley marco que permite que los investigadores estén en 
igualdad de condiciones con lo que la Universidad tiene. 


En consecuencia, si bien -como dije antes- veremos qué es lo que resuelve la Comisión, en 
principio sería proclive a votar la iniciativa rápidamente, a fin de llegar a setiembre con un texto ya 
aprobado por la Cámara de Senadores; luego veremos qué es lo que sucede en la Cámara de 
Representantes. 


SEÑORA PERCOVICH.- La iniciativa ha sido redactada por técnicos y, por tanto, no vamos a 
cambiarle nada, prácticamente. En todo caso, sí diría que, en vez de hablar de un representante de la 
sociedad civil, sería mejor hablar de un testigo civil, porque entiendo que es otra la concepción que 
ellos nos trasmiten. Tradicionalmente -como decía el Presidente- cuando en nuestra legislación 
hablamos de la sociedad civil, mos referimos a organizaciones y vamos a ir a las sociedades 
protectoras, etcétera. Realmente, eso es lo único que me atrevería a cambiar. 


SEÑORA SILVA.- Además, en realidad se adecua más a lo que nosotros queríamos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Bien. Si no hay más preguntas, agradecemos a la delegación su 
comparecencia en la tarde de hoy. 


(Se retira de Sala la delegación representante del Instituto de Investigaciones Biológicas 
Clemente Estable) 


SEÑORA PERCOVICH.- Correspondería considerar y votar lo relativo a las escuelas, señor 
Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En primer lugar, tenemos que considerar la Carpeta N” 1270/2008, proyecto 
de ley denominado “Agosto Alvarez: el héroe de Aguas Dulces”. En este caso, se propone designar a la 
Escuela N* 65 del departamento de Rocha, dependiente del Consejo de Educación Primaria, ANEP. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota:) 

4 en 4. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Se designa como miembro informante al señor Senador Long. 


En segundo término, corresponde considerar el proyecto de ley denominado “Tacuabé”, por 
el que se propone designar con ese nombre a la Escuela Habilitada N* 97 de la ciudad de Maldonado, 
dependiente del Consejo de Educación Primaria, ANEP. Esta iniciativa también cuenta con la 
aprobación del CODICEN. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota:) 

4 en 4. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Se designa como miembro informante a la señora Senadora Percovich. 


En tercer lugar, está a consideración el proyecto de ley por el que se propone designar a la 
Escuela N* 44 de Pueblo Egaña, departamento de Soriano, con el nombre de “Maestro Julio Castro”. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota:) 
4 en 4. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Se designa como miembro informante a la señora Senadora Percovich. 


A continuación, corresponde considerar el proyecto de ley por el que se propone designar la 
Escuela al Aire Libre N* 34, del departamento de Treinta y Tres, dependiente del Consejo de Educación 
Primaria, ANEP, con el nombre de “Doctor Bolívar Ledesma”. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota:) 

4 en 4. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Se designa como miembro informante al señor Senador Long. 


Por último, tenemos que considerar el proyecto de ley por el que se propone designar al liceo 
de la ciudad de Tranqueras, departamento de Rivera, dependiente del Consejo de Educación 


Secundaria, Administración Nacional de Educación Pública, con el nombre de “Químico Farmacéutico 
Mario Brum Viana”. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota:) 

4 en 4. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Se designa como miembro informante a la señora Senadora Percovich. 
No habiendo más asuntos para considerar, se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 19 y 40 minutos) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


